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Suprema Corte de Justicia de la Nación 
PLENO 

 
TESIS JURISPRUDENCIAL P./J. 6/2025 (11a.) 
 
PLAZO DE PRESCRIPCIÓN DE LAS FACULTADES PARA FINCAR RESPONSABILIDADES. SU INTERRUPCIÓN 
ÚNICAMENTE IMPLICA DETENER LA CONTINUIDAD DE SU CÓMPUTO (INTERPRETACIÓN DE LOS ARTÍCULOS 
57 Y 73 DE LA ABROGADA LEY DE FISCALIZACIÓN Y RENDICIÓN DE CUENTAS DE LA FEDERACIÓN Y 64 Y 78 
DE LA LEY FEDERAL DE RESPONSABILIDADES DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS). 
 
Hechos: Las Salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación sostuvieron criterios contradictorios en relación 
con los efectos de la interrupción del plazo prescriptivo de las facultades de la autoridad para fincar 
responsabilidades. Mientras que la Primera Sala resolvió que no puede tener como efecto que comience a 
correr un nuevo plazo de prescripción, pues el procedimiento de responsabilidades resarcitorias debe iniciar 
y concluir en un plazo máximo de cinco años; la Segunda Sala sostuvo que ello implica dejar de lado el tiempo 
transcurrido hasta ese momento y que comience a contarse nuevamente el plazo de prescripción. 
 
Criterio jurídico: La interrupción del plazo de prescripción de las facultades de la autoridad para fincar 
responsabilidades únicamente implica detener la continuidad de su cómputo, sin que posteriormente pueda 
volver a iniciar. 
 
Justificación: La figura de la prescripción se fundamenta en el principio de seguridad jurídica. Se traduce en la 
previsión de un plazo perentorio establecido en la ley para tener por extinguida la potestad del Estado para 
fincar responsabilidades, con la finalidad de evitar tanto actuaciones arbitrarias, como la incertidumbre y la 
prolongación en el tiempo de manera indefinida de la posibilidad de ser sujeto a sanción. Dicho principio 
constituye el respaldo jurídico para sostener que la interrupción no puede tener mayor efecto que el de 
detener el transcurso del plazo de prescripción, sin que posteriormente pueda volver a iniciar dicho cómputo, 
pues su función sólo es dar certeza de que la autoridad desplegó sus facultades sancionadoras dentro de la 
temporalidad indicada por el legislador. 
 
PLENO. 
 
Contradicción de criterios 41/2024. Entre los sustentados por la Primera y la Segunda Salas de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación. 24 de febrero de 2025. Mayoría de ocho votos de las Ministras y de los Ministros Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena, Juan Luis González Alcántara Carrancá, Yasmín Esquivel Mossa, Loretta Ortiz Ahlf, Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
Ana Margarita Ríos Farjat, Alberto Pérez Dayán y Norma Lucía Piña Hernández. Votaron en contra Lenia Batres 
Guadarrama y Javier Laynez Potisek y anunciaron sendos votos particulares. Jorge Mario Pardo Rebolledo y Ana Margarita 
Ríos Farjat anunciaron votos concurrentes. Loretta Ortiz Ahlf anunció voto aclaratorio. Norma Lucía Piña Hernández 
reservó su derecho para formular voto concurrente. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Fabián Gutiérrez Sánchez. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver el amparo directo en revisión 2170/2022, el cual 
dio origen a las tesis de jurisprudencia 1a./J. 188/2023 (11a.) y 1a./J. 189/2023 (11a.), de rubros: "PRESCRIPCIÓN DEL 
PROCEDIMIENTO DE FINCAMIENTO DE RESPONSABILIDADES RESARCITORIAS. EL PLAZO DE CINCO AÑOS PREVISTO EN EL 
ARTÍCULO 73, PÁRRAFO PRIMERO, DE LA LEY DE FISCALIZACIÓN Y RENDICIÓN DE CUENTAS DE LA FEDERACIÓN ABROGADA 
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ES EL LÍMITE TEMPORAL PARA QUE LA AUDITORÍA SUPERIOR DE LA FEDERACIÓN NOTIFIQUE AL GOBERNADO TANTO EL 
INICIO DEL PROCEDIMIENTO COMO LA RESOLUCIÓN CORRESPONDIENTE (LEGISLACIÓN VIGENTE EN 2009)." y 
"PRESCRIPCIÓN DEL PROCEDIMIENTO DE FINCAMIENTO DE RESPONSABILIDADES RESARCITORIAS. LA INTERRUPCIÓN DEL 
PLAZO DE CINCO AÑOS PARA QUE OPERE PREVISTO EN EL PÁRRAFO TERCERO DEL ARTÍCULO 73 DE LA LEY DE 
FISCALIZACIÓN Y RENDICIÓN DE CUENTAS DE LA FEDERACIÓN ABROGADA, INTERPRETADO A LA LUZ DEL PRINCIPIO DE 
SEGURIDAD JURÍDICA, NO IMPLICA QUE UNA VEZ QUE LA AUTORIDAD ADMINISTRATIVA NOTIFIQUE EL INICIO DEL 
PROCEDIMIENTO PARA FINCAR RESPONSABILIDADES RESARCITORIAS COMIENCE A CORRER UN NUEVO PLAZO.", 
publicadas en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 8 de diciembre de 2023 a las 10:20 horas y en la Gaceta 
del Semanario Judicial de la Federación, Undécima Época, Libro 32, Tomo II, diciembre de 2023, páginas 1611 y 1613, con 
números de registro digital: 2027818 y 2027819, respectivamente, y 
 
La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver la contradicción de tesis 130/2004-SS, la cual dio 
origen a la tesis de jurisprudencia 2a./J. 203/2004, de rubro: "RESPONSABILIDADES DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. UNA 
VEZ INTERRUMPIDO EL PLAZO PARA QUE OPERE LA PRESCRIPCIÓN DE LAS FACULTADES SANCIONADORAS DE LA 
AUTORIDAD, EL CÓMPUTO SE INICIA NUEVAMENTE A PARTIR DE QUE SURTE EFECTOS LA NOTIFICACIÓN DE LA CITACIÓN 
PARA LA AUDIENCIA DEL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, Novena Época, Tomo XXI, enero de 2005, página 596, con número de registro digital: 179465. 
 
El Tribunal Pleno, el ocho de julio de dos mil veinticinco, aprobó, con el número 6/2025 (11a.), la tesis jurisprudencial que 
antecede. Ciudad de México, a ocho de julio de dos mil veinticinco. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 08 de agosto de 2025 a las 10:16 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de agosto de 2025, para los efectos previstos en el 
punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
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Suprema Corte de Justicia de la Nación 
PRIMERA SALA 

 
TESIS JURISPRUDENCIAL 1a./J. 129/2025 (11a.) 
 
DAÑO AMBIENTAL. SUS CARACTERÍSTICAS Y SU ESTÁNDAR PROBATORIO. 
 
Hechos: Un hombre reclamó la responsabilidad ambiental de una empresa que es propietaria de un rastro 
que colinda con su domicilio por los daños provocados al medio ambiente por el indebido manejo de residuos 
peligrosos que genera y por el incumplimiento de diversas normas ambientales. 
 
El Juez civil determinó que no había pruebas suficientes para acreditar que existió un acto u omisión ilícitos 
que hubieran generado un daño ambiental, porque con ellas no se podía evaluar el supuesto daño provocado 
a partir de la producción de residuos y la descarga de aguas residuales en la red de alcantarillado municipal; 
decisión que fue confirmada en apelación. En su resolución, el tribunal de apelación determinó que, para 
acreditar el daño ambiental, era necesario que se aportara evidencia de que los residuos generados en la 
operación del rastro provocaron una afectación concreta en el ecosistema. 
 
Inconforme, el actor promovió un juicio de amparo en el que planteó que fue incorrecto que no se tomara en 
cuenta el daño ambiental causado por todo el tiempo que la demandada descargó aguas residuales 
contaminadas al drenaje municipal rebasando los límites permitidos, por lo que existían elementos suficientes 
para declarar su responsabilidad. La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación decidió ejercer 
su facultad de atracción para conocer y resolver el juicio de amparo. 
 
Criterio jurídico: Para tener por acreditado un daño ambiental, la persona juzgadora debe tomar en cuenta 
que éste es continuo, permanente y progresivo. En ese sentido, no resulta adecuado ni proporcional exigir 
que se demuestre fehacientemente un daño concreto y plenamente mensurable al medio ambiente. Por el 
contrario, basta con que exista información suficiente para vislumbrar razonablemente la existencia de un 
efecto adverso generado al medio ambiente por la conducta de la parte demandada. 
 
Justificación: La Ley Federal de Responsabilidad Ambiental define el daño ambiental como la pérdida, cambio, 
deterioro, menoscabo, afectación o modificación adversos y mensurables de los hábitats, de los ecosistemas, 
de los elementos y recursos naturales, de sus condiciones químicas, físicas o biológicas, de las relaciones de 
interacción que se dan entre éstos, así como de los servicios ambientales que proporcionan. 
 
Esta definición debe interpretarse a la luz del Acuerdo de Escazú, así como de los principios de derecho 
ambiental. En ese sentido, derivado de los principios precautorio e in dubio pro natura, al momento de 
estudiar la existencia de un daño ambiental debe tomarse en cuenta que éste puede generarse por una o 
varias acciones a lo largo del tiempo y en un espacio que no esté necesariamente delimitado. Esto significa 
que el daño ambiental es continuo, permanente y progresivo. 
 
Por un lado, la continuidad implica que la afectación se compone por una serie de actos cuya realización no 
se agota ni termina en el momento en el que se comete. Por su parte, la permanencia refiere que sus efectos 
se prolongan a lo largo del tiempo. Finalmente, la progresividad significa que el daño conlleva una serie de 
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actos sucesivos que en su conjunto ocasionan un daño mayor que la suma de cada uno de los daños 
individuales. 
 
En consecuencia, cuando una persona juzgadora analiza la actualización de un daño ambiental, no debe exigir 
la existencia de una prueba fehaciente, sino que basta con que se cuente con información o indicios suficientes 
que permitan advertir razonablemente la existencia de un efecto adverso al medio ambiente que se encuentre 
relacionado directa o indirectamente con el acto que se reclama. 
 
Lo anterior, con independencia de que ese daño haya podido ser provocado por distintos agentes, pues lo 
relevante es que la parte demandada haya contribuido en alguna medida a su generación, lo cual deberá ser 
evaluado para efecto de la condena correspondiente de acuerdo a la proporcionalidad de su participación. 

 
PRIMERA SALA. 
 
Amparo directo 20/2020. 30 de abril de 2025. Cinco votos de las Ministras y los Ministros Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
quien reservó su derecho para formular voto concurrente, Juan Luis González Alcántara Carrancá, Ana Margarita Ríos 
Farjat, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Loretta Ortiz Ahlf. Ponente: Ana Margarita Ríos Farjat. Secretariado: Juan Jaime 
González Varas, Ricardo Latapie Aldana e Irlanda Denisse Ávalos Núñez. 
 
Tesis de jurisprudencia 129/2025 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada de nueve 
de julio de dos mil veinticinco. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 08 de agosto de 2025 a las 10:16 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de agosto de 2025, para los efectos previstos en el 
punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 



  
 

    
   
   
 
 

 
Rectoría 

Dirección de Asuntos Jurídicos 
Jefatura de Asuntos Constitucionales y Normativa Universitaria 

 
411 

Suprema Corte de Justicia de la Nación 
PRIMERA SALA 

 
TESIS JURISPRUDENCIAL 1a./J. 143/2025 (11a.) 
 
FEMINICIDIO. SU COMISIÓN PERMITE FORMULAR UNA EXHORTACIÓN A LAS AUTORIDADES ESTATALES 
PARA EMITIR MEDIDAS DE SATISFACCIÓN Y DE NO REPETICIÓN. 
 
Hechos: Dos adultos y un adolescente agredieron sexualmente y privaron de la vida a una niña, quien fue 
localizada por sus familiares y junto con vecinos del lugar en donde ocurrió lo anterior, lograron la detención 
de los presuntos agresores. 
 
Con motivo de los hechos, el adolescente fue juzgado en el sistema de justicia penal juvenil. Por su parte, se 
instruyó un proceso penal acusatorio en contra de los adultos por la comisión del delito de feminicidio. En el 
desarrollo del juicio, los familiares de la víctima directa fueron amenazados, razón por la cual se les 
concedieron medidas de protección y fueron forzados a abandonar la entidad federativa en la que habitaban. 
Durante la aplicación de esa medida un hermano menor de la víctima falleció por complicaciones en su salud. 
 
Seguida la secuela procesal, se dictó un fallo condenatorio en contra de uno de los imputados y el otro fue 
absuelto, lo cual se confirmó en apelación. Inconformes, los padres de la víctima promovieron un juicio de 
amparo directo, que se les concedió para que se repusiera el procedimiento. Más tarde, se dictó un nuevo 
fallo condenatorio en contra de los dos adultos, el cual fue confirmado en segunda instancia. Sin embargo, los 
padres de la niña decidieron presentar un segundo juicio de amparo directo, en virtud de que la condena a la 
reparación del daño no los incluyó como víctimas indirectas del delito, pero se les negó la protección 
constitucional. Ante ello, interpusieron un recurso de revisión. 
 
Criterio jurídico: El feminicidio es un fenómeno de crisis social que exige de niveles relevantes de protección 
estatal, por lo que su realización permite formular una exhortación a las autoridades del Estado para que 
emitan medidas urgentes de no repetición y de satisfacción orientadas a visibilizar la gravedad del delito y su 
alarmante incremento, prevenir su realización, redignificar la memoria de las víctimas y transmitir un mensaje 
de reprobación oficial de los hechos. 
 
Justificación: El delito de feminicidio es la expresión más indignante de violencia contra la mujer por razones 
de género, especialmente cuando se comete en agravio de menores de edad. 
 
A nivel nacional e internacional, los datos estadísticos revelan un duro golpe de realidad sobre este fenómeno. 
Por ejemplo, el Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pública ha reportado que, en menos 
de una década, el promedio diario de mujeres asesinadas por razones de género se ha duplicado, pasando de 
uno a dos feminicidios por día. Al respecto, la Comisión Interamericana destacó el incremento del 270 % en 
los casos de violación sexual, así como la desaparición de cuatrocientas niñas y adolescentes en dos mil catorce 
en México, lo que motivó la emisión de una alerta de violencia de género en julio de dos mil quince. Sería 
deseable que los datos anteriores sólo formaran parte de un discurso, pero lamentablemente son una crónica 
de este fenómeno que ha segado la vida de cada mujer y niña incluidas en esas cifras. 
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Frente a este contexto, las autoridades del Estado mexicano tienen la obligación de contribuir en la prevención 
de este delito a través de una vocación transformadora, por lo que es procedente realizar una exhortación 
para que se lleven a cabo medidas de no repetición y de satisfacción cuando el órgano jurisdiccional advierta: 
a) la existencia de una sentencia condenatoria por el delito de feminicidio; b) que del expediente o de las 
pruebas desahogadas en juicio se desprendan factores de riesgo y circunstancias que propicien la comisión 
del delito que requieren ser anuladas; y c) que la autoridad haya incumplido su obligación de hacer frente a 
un fenómeno delictivo de gran impacto para la sociedad, en donde existe incluso una alerta de violencia de 
género. 
 
En ese sentido, las medidas de no repetición son relevantes porque buscan evitar que sucedan de nuevo los 
hechos, contribuyendo a la visibilidad y prevención del delito. Algunos ejemplos de éstas pueden ser la 
pavimentación de caminos, construcción de casetas de vigilancia, colocación de botones de auxilio y cámaras 
de seguridad, implementación de rondines policíacos en horarios reconocidos en los que las niñas, niños y 
adolescentes se trasladan a sus escuelas o regresan de ellas, la realización de pláticas sobre violencia de 
género a los miembros de las comunidades donde sucedió el delito, la provisión de capacitación a las 
autoridades locales en materia de derechos humanos y violencia por razones de género, así como el fomento 
del uso de las tecnologías de la información y comunicación para crear herramientas de búsqueda y protección 
de mujeres y niñas. 
 
En torno a las medidas de satisfacción, su finalidad es reintegrar la dignidad de la víctima, ayudar a reorientar 
su memoria, visibilizar la gravedad de este delito y su alarmante incremento, transmitir un mensaje de 
reprobación oficial de los hechos ilícitos, así como evitar que se consumen actos de similar naturaleza. Por 
ello, se pueden incluir dentro de este tipo de medidas, la construcción de una estatua de la víctima menor de 
edad en un lugar visible en el entorno físico en que ocurrieron los hechos, una disculpa pública en el lugar en 
donde se perpetró el delito con la presencia resguardada de los familiares de la víctima, en la que se 
redignifique su memoria, lo que además significará un compromiso por parte de las autoridades para que no 
se repita el delito. 
 
PRIMERA SALA. 
 
Amparo directo en revisión 5363/2023. 14 de mayo de 2025. Unanimidad de cuatro votos de las Ministras y los Ministros 
Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien formuló voto aclaratorio, Ana Margarita Ríos Farjat, Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena y Loretta Ortiz Ahlf. Ausente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Ana Margarita Ríos Farjat. Secretario: Saúl 
Armando Patiño Lara. 
 
Tesis de jurisprudencia 143/2025 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada de nueve 
de julio de dos mil veinticinco. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 08 de agosto de 2025 a las 10:16 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de agosto de 2025, para los efectos previstos en el 
punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
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Suprema Corte de Justicia de la Nación 
PRIMERA SALA 

 
TESIS JURISPRUDENCIAL 1a./J. 152/2025 (11a.) 
 
GUARDA Y CUSTODIA. CUANDO TERCERAS PERSONAS EJERCEN DE HECHO FUNCIONES PARENTALES Y EL 
PADRE O MADRE LEGAL BUSCA RETOMAR EL CUIDADO COTIDIANO, NO ES APLICABLE EL ESTÁNDAR DE 
MAYOR BENEFICIO. 
 
Hechos: Una pareja contrajo matrimonio en 2008 en Veracruz y tuvo dos hijos. Tras el nacimiento del segundo 
hijo, en 2017, la madre falleció. En ese tiempo, los niños vivían con su padre, aunque mantenían contacto 
cercano con sus abuelos y tía materna. Según el señor, en marzo de 2020, debido a la pandemia por COVID-
19, los niños comenzaron a vivir con su familia materna. En octubre de ese año, los abuelos se negaron a 
regresarlos con su padre, por lo que el señor presentó demanda para obtener la guarda y custodia de sus 
hijos. En primera instancia, se otorgó la guarda y custodia a los abuelos y a la tía materna, al considerarse que 
eran las personas más adecuadas para garantizar el desarrollo de los niños. Inconforme, el señor interpuso 
recurso de apelación. La sala de apelación revocó la sentencia y, con base en el Código Civil para el Estado de 
Veracruz y las pruebas desahogadas, determinó que la guarda y custodia correspondía al padre, y fijó un 
régimen de convivencias para la familia materna. Los abuelos y la tía materna promovieron juicio de amparo 
directo, el cual fue negado. Por ello, interpusieron recurso de revisión, en el que impugnaron la 
constitucionalidad de los artículos 343, 345 y 349 del Código Civil referido. 
 
Criterio jurídico: De una interpretación sistemática de los artículos 343, 345 y 349 del Código Civil para el 
Estado de Veracruz se desprende que los familiares o personas cercanas que no ejercen la patria potestad 
pueden ejercer la guarda y custodia de niñas y niños cuando, por la dinámica familiar, han asumido de hecho 
las funciones parentales. No obstante, si el padre o madre legal busca retomar judicialmente el cuidado 
cotidiano, para negar la custodia al progenitor no es aplicable un estándar de mayor beneficio sino que debe 
acreditarse que dicho retorno implicaría un riesgo de daño para la niñez involucrada. 
 
Justificación: En el orden jurídico mexicano, las relaciones parentales han transitado de un modelo rígido 
centrado en la patria potestad, entendida como un derecho de los padres sobre los hijos, a uno de 
responsabilidad parental, reconocido en la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes y 
orientado al bienestar de la niñez. Este nuevo enfoque concibe dicha responsabilidad como una función de 
interés social que recae, en principio, en quienes tienen reconocida la paternidad o maternidad, pero que 
también puede ser ejercida por personas que, en los hechos, asumen funciones de crianza, cuidado y 
protección. 
 
Por ello, de una interpretación sistemática y funcional de los artículos 343, 345 y 349, en relación con el 347 
del Código Civil citado, se desprende que terceras personas que no ejercen la patria potestad pueden solicitar 
judicialmente la guarda y custodia de niñas y niños cuando han asumido de hecho funciones parentales. No 
obstante, los progenitores legales conservan una posición primordial frente a terceros en el ejercicio de la 
responsabilidad parental, ya que es razonable presumir que la mayoría de los padres y madres buscan el 
bienestar de sus hijos y están dispuestos a proporcionarles el cuidado y protección necesarios para su 
desarrollo. Por ello, cuando el padre o madre legal busca retomar el cuidado cotidiano de su hijo o hija, no 
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resulta aplicable el estándar de mayor beneficio utilizado en los juicios de divorcio entre progenitores, sino 
que debe acreditarse que dicho retorno implicaría un riesgo de daño para el niño o niña. 
 
Para determinar si podría generarse ese daño, es necesario estudiar cuidadosamente el contexto familiar. 
Este análisis debe considerar las circunstancias que dieron lugar a la dinámica actual; por ejemplo, si hubo una 
separación previa entre el niño y su progenitor, si fue acordada, temporal o definitiva, cuánto tiempo 
transcurrió antes de que el padre o madre intentara retomar los cuidados, y si durante ese periodo mantuvo 
contacto con su hijo o hija. Tales circunstancias permitirán determinar si se actualiza o no un riesgo de daño 
que justifique mantener la situación vigente y reconocerla jurídicamente a través de la guarda y custodia. 
 
Esta evaluación debe realizarse desde una visión integral y a largo plazo, que tome en cuenta tanto la relación 
con quien ha ejercido los cuidados como el derecho primordial del niño o niña a crecer en el núcleo familiar 
de sus padres, particularmente si uno de ellos ha fallecido. Asimismo, el interés superior de la niñez no exige 
buscar cuidadores ideales a costa de los vínculos parentales, ni implica perjudicar a los padres con base en su 
condición económica o en estereotipos de género. 
 
PRIMERA SALA. 
 
Amparo directo en revisión 494/2024. 9 de abril de 2025. Cinco votos de las Ministras y los Ministros Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, Juan Luis González Alcántara Carrancá, Ana Margarita Ríos Farjat, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Loretta Ortiz 
Ahlf. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: Sofía del Carmen Treviño Fernández. 
 
Tesis de jurisprudencia 152/2025 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada de nueve 
de julio de dos mil veinticinco. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 08 de agosto de 2025 a las 10:16 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de agosto de 2025, para los efectos previstos en el 
punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
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Suprema Corte de Justicia de la Nación 
PRIMERA SALA 

 
TESIS JURISPRUDENCIAL 1a./J. 160/2025 (11a.) 
 
JUICIO DE AMPARO CONTRA LEYES. EL ARTÍCULO 107, FRACCIÓN II, DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL, 
REFORMADO EL 15 DE SEPTIEMBRE DE 2024, NO ACTUALIZA UNA CAUSA DE IMPROCEDENCIA. 
 
Hechos: Una asociación civil promovió juicio de amparo en contra de un acuerdo emitido por una autoridad 
administrativa estatal que establecía parámetros de activación para contingencias ambientales. La parte 
quejosa alegó que dicho acuerdo violaba el derecho al medio ambiente sano al establecer umbrales superiores 
a los previstos en las Normas Oficiales Mexicanas. El Juez de Distrito negó el amparo, por lo que el tema de 
constitucionalidad subsistente se sometió al conocimiento de la Suprema Corte de Justicia de la Nación a 
través del recurso de revisión que interpuso la quejosa. El análisis de los efectos de la sentencia implicó 
determinar si la reforma al artículo 107, fracción II, de la Constitución Federal, suscitada el 15 de septiembre 
de 2024, impedía conocer el fondo del asunto por configurar una causal de improcedencia. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que la reforma al 
artículo 107, fracción II, de la Constitución Federal, publicada el 15 de septiembre de 2024, que prohíbe fijar 
efectos generales en las sentencias que declaren la inconstitucionalidad de una norma general, no puede 
interpretarse en ningún caso como una causal de improcedencia del juicio de amparo, en tanto establece una 
limitante de remedios, no de procedencia. 
 
Justificación: En el juicio de amparo contra leyes, los tribunales de amparo no podrán –en ningún caso– 
interpretar que la nueva redacción del artículo 107, fracción II, de la Constitución Federal conduce a tener por 
actualizada una causal de improcedencia innominada derivada del artículo 61, fracción XXIII, de la Ley de 
Amparo. Esto, pues la reforma constitucional publicada el 15 de septiembre de 2024, establece una limitante 
a los posibles remedios que se pueden asignar ante la inconstitucionalidad de una norma general, pero de 
manera alguna conduce a que el juicio de amparo sea improcedente ante la imposibilidad de fijar efectos 
generales. Lo anterior implica que incluso en aquellos casos donde resulte jurídicamente inviable desvincular 
únicamente a la parte quejosa de los efectos de una norma general declarada inconstitucional –como suele 
suceder ante normas que generan consecuencias ambientales–, no existirá impedimento para que el tribunal 
de amparo se pronuncie sobre la inconstitucionalidad de la norma impugnada, pues implicaría vaciar de 
contenido otros remedios que la propia Constitución y la Ley de Amparo prevén para la expulsión de normas 
generales, como es la Declaratoria General de Inconstitucionalidad. En este sentido, aun cuando la sentencia 
de amparo no podrá tener un efecto inmediato en la esfera jurídica de la parte quejosa o de otras personas 
posiblemente beneficiadas con los efectos erga omnes –ahora prohibidos– el tribunal de amparo no puede 
cerrar la puerta a que el remedio de la Declaratoria General de Inconstitucionalidad –como un medio de 
control constitucional dialógico– sea iniciado y culmine en una eventual modificación o expulsión de la norma. 

 
PRIMERA SALA. 
 
Amparo en revisión 576/2023. 21 de mayo de 2025. Mayoría de cuatro votos de las Ministras y los Ministros Juan Luis 
González Alcántara Carrancá, Ana Margarita Ríos Farjat, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Loretta Ortiz Ahlf. Disidente: Jorge 
Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Juan Luis Hernández Macías. 
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Tesis de jurisprudencia 160/2025 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada de nueve 
de julio de dos mil veinticinco. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 08 de agosto de 2025 a las 10:16 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de agosto de 2025, para los efectos previstos en el 
punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
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Suprema Corte de Justicia de la Nación 
PRIMERA SALA 

 
TESIS JURISPRUDENCIAL 1a./J. 126/2025 (11a.) 
 
LIBERTAD DE EXPRESIÓN. ESTÁNDAR DE VERACIDAD QUE DEBEN CUMPLIR LAS MANIFESTACIONES 
EXTERNADAS EN UNA COLUMNA DE OPINIÓN PUBLICADA POR UNA PERSONA PERIODISTA. 
 
Hechos: Un exservidor público presentó una demanda por daño moral en la vía ordinaria civil en contra de un 
periodista, en la que alegó que las opiniones que divulgó en una columna periodística de su autoría, cuando 
él ya no era funcionario, afectaban su derecho al honor debido a que derivaban de información falsa. 
 
El juez de primera instancia dictó sentencia en la que absolvió al demandado de todas las prestaciones 
reclamadas. Esta resolución fue revocada en apelación y se condenó al periodista, entre otras prestaciones, 
al pago de una indemnización. 
 
En contra de esta sentencia, la parte demandada promovió un juicio de amparo directo en el que adujo que 
debía darse prevalencia a la libertad de expresión, al versar la columna sobre un tema de interés público y 
además al no haberse acreditado el estándar de malicia efectiva o real malicia. 
 
Posterior a su atracción, la Suprema Corte de Justicia de la Nación concedió el amparo al periodista, al concluir 
que la opinión expresada en su columna se encontraba protegida por la libertad de expresión y no transgredió 
injustificadamente el honor de la parte actora, ya que se basó en hechos de interés público, que fueron 
investigados de forma diligente y suficiente, y que fomentan la discusión y la formación de la opinión de la 
audiencia. 
 
Criterio jurídico: Las manifestaciones externadas en una columna de opinión publicada por un periodista 
merecen protección constitucional si cumplen con el estándar de veracidad, en su modalidad de sustento 
fáctico suficiente. 
 
Justificación: La libertad de expresión es un derecho fundamental que ampara dos vertientes en función del 
objeto de la expresión: la libertad de información y la libertad de opinión. 
 
La libertad de información se refiere a la transmisión de hechos considerados noticiables y tiene como objeto 
proteger la divulgación de hechos veraces e imparciales; esto, en el entendido de que la veracidad exige 
únicamente que la información provenga de un razonable y recto ejercicio de investigación y comprobación 
encaminado a determinar si los hechos que quieren difundirse tienen suficiente asidero en la realidad. 
 
Por su parte, la libertad de opinión protege la manifestación de ideas y juicios de valor, los cuales, en principio, 
por su propia naturaleza no requieren de una demostración de exactitud o veracidad y, en tanto versen sobre 
temas de interés público, deberán entenderse constitucionalmente protegidos. 
 
No obstante, la distinción entre hechos y opiniones a veces puede ser compleja, pues en ocasiones el mensaje 
sujeto a escrutinio es una amalgama entre ambos; es decir, existen casos en los que las expresiones de una 



  
 

    
   
   
 
 

 
Rectoría 

Dirección de Asuntos Jurídicos 
Jefatura de Asuntos Constitucionales y Normativa Universitaria 

 
418 

persona relacionadas con temas de relevancia pública pueden generarse, entre otros supuestos, a través de 
una opinión que aparentemente se basa o se fundamenta en datos fácticos. 
 
En ese sentido, para determinar si merecen protección constitucional las opiniones que se relacionan con 
temas de interés público y cuya formulación se sustenta en hechos mencionados en la propia columna de 
opinión, debe verificarse alguna de las siguientes alternativas: a) si los hechos mencionados son del 
conocimiento público o pueden ser verificados, o b) si los hechos se introducen por primera vez en el propio 
discurso, construido a partir de la opinión, y no los puede verificar el público lector. 
 
En ambos casos se requiere un estándar de veracidad, es decir, una diligencia responsable para corroborar 
que hay un sustento fáctico suficiente en lo que se informa, ya sea porque se trata de hechos de dominio 
público y, por tanto, verificables, o bien, porque el autor proporciona información completa y suficiente para 
que su audiencia conozca tanto los hechos como su opinión. 
 
En el primer supuesto, la opinión erigida sobre un sustrato fáctico estaría en principio protegida por tratarse 
de libertad de expresión, porque los hechos son de conocimiento público y pueden ser corroborados. 
Mientras que, en el segundo, se adquiere tal protección constitucional sólo a partir de la diligencia desplegada 
por el autor para dar a conocer un hecho sobre el cual va a opinar, con base en información que verificó de 
forma diligente y suficiente y en ejercicio responsable de la libertad de expresión. 
 
De lo contrario, la persona juzgadora podrá concluir que existe malicia cuando la opinión se construye sobre 
hechos que no pueden ser verificados por la audiencia y se difunde dicha información a sabiendas de que es 
falsa, o bien, cuando se publica con total negligencia, sin haber realizado una mínima diligencia para 
comprobar su veracidad. 
 
PRIMERA SALA. 
 
Amparo directo 30/2020. 16 de marzo de 2022. Cinco votos de los Ministros y las Ministras Norma Lucía Piña Hernández, 
quien reservó su derecho para formular voto concurrente, Juan Luis González Alcántara Carrancá, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Ana Margarita Ríos Farjat. Ponente: Ana Margarita Ríos Farjat. Secretaria: 
Irlanda Denisse Ávalos Núñez. 
 
Tesis de jurisprudencia 126/2025 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada de nueve 
de julio de dos mil veinticinco. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 08 de agosto de 2025 a las 10:16 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de agosto de 2025, para los efectos previstos en el 
punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
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Suprema Corte de Justicia de la Nación 
PRIMERA SALA 

 
TESIS JURISPRUDENCIAL 1a./J. 128/2025 (11a.) 
 
LIBERTAD DE EXPRESIÓN. ESTÁNDARES DE REVISIÓN APLICABLES A LAS EXPRESIONES RELACIONADAS CON 
ASUNTOS DE RELEVANCIA PÚBLICA DEPENDIENDO DEL CONTEXTO EN EL QUE SE EMITAN. 
 
Hechos: Un exservidor público presentó una demanda por daño moral en la vía ordinaria civil en contra de un 
periodista, en la que alegó que las opiniones que divulgó en una columna periodística de su autoría, cuando 
él ya no era funcionario, afectaban su derecho al honor debido a que derivaban de información falsa. 
 
El juez de primera instancia dictó sentencia en la que absolvió al demandado de todas las prestaciones 
reclamadas. Esta resolución fue revocada en apelación y se condenó al periodista, entre otras prestaciones, 
al pago de una indemnización. 
 
En contra de esta sentencia, la parte demandada promovió un juicio de amparo directo en el que adujo que 
debía darse prevalencia a la libertad de expresión, al versar la columna sobre un tema de interés público y 
además al no haberse acreditado el estándar de malicia efectiva o real malicia. 
 
Posterior a su atracción, la Suprema Corte de Justicia de la Nación concedió el amparo al periodista, al concluir 
que la opinión expresada en su columna se encontraba protegida por la libertad de expresión y no transgredió 
injustificadamente el honor de la parte actora, ya que se basó en hechos de interés público, que fueron 
investigados de forma diligente y suficiente, y que fomentan la discusión y la formación de la opinión de la 
audiencia. 
 
Criterio jurídico: Tratándose de expresiones relacionadas con asuntos de relevancia pública pueden suscitarse 
tres escenarios a partir de los cuales dependerá el estándar de revisión aplicable: 1) las opiniones genéricas, 
que gozan de respaldo constitucional sin mayor justificación; 2) los hechos, que activan lo que se conoce como 
sistema dual de protección y dan lugar al criterio de real malicia o malicia efectiva; y 3) las opiniones basadas 
en hechos, que demandan una diligencia responsable para corroborar que hay un sustrato fáctico suficiente 
en lo que se informa. 
 
Justificación: La libertad de expresión es un derecho fundamental que ampara tanto las aseveraciones de 
hechos como la expresión de opiniones. De esta manera, existen dos vertientes de este derecho en función 
del objeto de la expresión: la libertad de información y la libertad de opinión. La primera supone la transmisión 
de hechos, los cuales pueden ser sometidos a criterios de veracidad o falsedad; mientras que la segunda se 
refiere a la comunicación de juicios de valor, de los cuales no es posible predicar su veracidad o falsedad. 
 
En ese sentido, las expresiones de una persona, relacionadas con temas de relevancia pública, pueden 
encontrarse en alguno de los siguientes tres supuestos, que detonan un estándar de análisis distinto. 
 
El primero se refiere a una opinión genérica o exclusivamente subjetiva que no se basa en hechos, sino que 
se construye, por ejemplo, a partir de otras opiniones, ideas o teorías que, por definición, no sean verificables; 
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este tipo de opiniones no están sujetas a criterios de veracidad o imparcialidad debido a que no se apoyan en 
hechos y, en principio, gozan de respaldo constitucional sin mayor justificación. 
 
El segundo supuesto se refiere a la comunicación o transmisión objetiva de un hecho; en esta hipótesis se 
activa el sistema dual de protección, que da lugar al criterio de real malicia o malicia efectiva, conforme al 
cual, para poder dar lugar a una responsabilidad ulterior, debe acreditarse que la información es falsa y que 
se publicó a sabiendas de su falsedad o con total negligencia en la constatación sobre su veracidad. 
 
El tercer supuesto se refiere a una opinión que se basa o se fundamenta en datos fácticos. Aquí pueden darse 
a su vez dos escenarios: por un lado, si los hechos mencionados son del conocimiento público o pueden 
verificarse, la opinión erigida sobre ese sustrato estaría en principio protegida por tratarse de libertad de 
expresión; por otro lado, si los hechos se introducen por primera vez en el propio discurso y no los puede 
verificar el público lector, se adquiere tal protección constitucional a partir de la diligencia desplegada por el 
autor para construir su opinión sobre un ejercicio responsable de la libertad de información, evitando publicar 
información a sabiendas de que es falsa o con total negligencia para determinar si los hechos mencionados 
eran o no veraces, cuestión que debe verificarse caso por caso. 
 
PRIMERA SALA. 
 
Amparo directo 30/2020. 16 de marzo de 2022. Cinco votos de los Ministros y las Ministras Norma Lucía Piña Hernández, 
quien reservó su derecho para formular voto concurrente, Juan Luis González Alcántara Carrancá, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Ana Margarita Ríos Farjat. Ponente: Ana Margarita Ríos Farjat. Secretaria: 
Irlanda Denisse Ávalos Núñez. 
 
Tesis de jurisprudencia 128/2025 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada de nueve 
de julio de dos mil veinticinco. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 08 de agosto de 2025 a las 10:16 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de agosto de 2025, para los efectos previstos en el 
punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
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Suprema Corte de Justicia de la Nación 
PRIMERA SALA 

 
TESIS JURISPRUDENCIAL 1a./J. 127/2025 (11a.) 
 
LIBERTAD DE EXPRESIÓN. LEGISLACIÓN APLICABLE CUANDO SE DEMANDA UNA INDEMNIZACIÓN POR 
DAÑO MORAL CON MOTIVO DE SU EJERCICIO ABUSIVO. 
 
Hechos: Un exservidor público presentó una demanda por daño moral en la vía ordinaria civil en contra de un 
periodista, en la que alegó que las opiniones que divulgó en una columna periodística de su autoría, cuando 
él ya no era funcionario, afectaban su derecho al honor debido a que derivaban de información falsa. 
 
El juez de primera instancia dictó sentencia en la que absolvió al demandado de todas las prestaciones 
reclamadas. Esta resolución fue revocada en apelación y se condenó al periodista, entre otras prestaciones, 
al pago de una indemnización. 
 
En contra de esta sentencia, la parte demandada promovió un juicio de amparo directo en el que adujo que 
debía darse prevalencia a la libertad de expresión, al versar la columna sobre un tema de interés público y 
además al no haberse acreditado el estándar de malicia efectiva o real malicia. 
 
Posterior a su atracción, la Suprema Corte de Justicia de la Nación concedió el amparo al periodista, al concluir 
que la opinión expresada en su columna se encontraba protegida por la libertad de expresión y no transgredió 
injustificadamente el honor de la parte actora, ya que se basó en hechos de interés público, que fueron 
investigados de forma diligente y suficiente, y que fomentan la discusión y la formación de la opinión de la 
audiencia. 
 
Criterio jurídico: La legislación aplicable en la Ciudad de México en los casos que versan sobre responsabilidad 
civil por daño moral como consecuencia del ejercicio presuntamente abusivo de la libertad de expresión es la 
Ley de Responsabilidad Civil para la Protección del Derecho a la Vida Privada, el Honor y la Propia Imagen en 
el Distrito Federal (ahora Ciudad de México), ya que en lo relativo a la materia ha derogado el articulado 
correspondiente del Código Civil de la entidad, aunado a que la ley representa una norma especial y emitida 
posteriormente al Código Civil. Esto, con la precisión de que no deben confundirse las reglas presentes en la 
referida ley local con los estándares de regularidad constitucional aplicables en la materia. 
 
Justificación: El artículo 1, párrafos segundo y tercero, de la Ley de Responsabilidad Civil para la Protección 
del Derecho a la Vida Privada, el Honor y la Propia Imagen en el Distrito Federal (ahora Ciudad de México), 
delimita el objeto de la ley a regular el daño al patrimonio moral derivado del abuso del derecho a la 
información y de la libertad de expresión. A su vez, el referido precepto puntualiza que el daño al patrimonio 
moral, diverso del ahí regulado, se seguirá rigiendo por lo dispuesto en el artículo 1916 del Código Civil para 
la entidad. 
 
Esto significa que en la Ciudad de México existen dos regímenes normativos distintos para regular la 
responsabilidad civil por afectaciones al patrimonio moral dependiendo de su origen: a) si la acción para 
reclamar la reparación del daño deriva del ejercicio presuntamente abusivo de la libertad de expresión, la 
legislación aplicable es la Ley de Responsabilidad Civil para la Protección del Derecho a la Vida Privada (ahora 
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Ciudad de México), el Honor y la Propia Imagen en el Distrito Federal; y b) por exclusión, si la acción tiene 
como punto de partida un hecho o acto jurídico distinto, el marco normativo aplicable es el previsto en el 
artículo 1916 del Código Civil de la entidad. 
 
Lo anterior se refuerza con la exposición de motivos de la ley, según la cual resultaba necesario sustituir la 
institución del daño moral prevista en el código sustantivo con una ley especial de naturaleza civil que, por un 
lado, despenalizara los denominados delitos contra el honor y, por el otro, permitiera un proceso ágil, eficaz 
y pertinente para resarcir los derechos de la personalidad lesionados con motivo del ejercicio del derecho a 
la libertad de expresión. 
 
PRIMERA SALA. 
 
Amparo directo 30/2020. 16 de marzo de 2022. Cinco votos de los Ministros y las Ministras Norma Lucía Piña Hernández, 
quien reservó su derecho para formular voto concurrente, Juan Luis González Alcántara Carrancá, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Ana Margarita Ríos Farjat. Ponente: Ana Margarita Ríos Farjat. Secretaria: 
Irlanda Denisse Ávalos Núñez. 
 
Tesis de jurisprudencia 127/2025 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada de nueve 
de julio de dos mil veinticinco. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 08 de agosto de 2025 a las 10:16 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de agosto de 2025, para los efectos previstos en el 
punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
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Suprema Corte de Justicia de la Nación 
PRIMERA SALA 

 
TESIS JURISPRUDENCIAL 1a./J. 161/2025 (11a.) 
 
NORMAS GENERALES IMPUGNADAS EN EL JUICIO DE AMPARO. LA PROHIBICIÓN EN EL ARTÍCULO 107, 
FRACCIÓN II, DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL SE REFIERE A LAS QUE SON EXPEDIDAS POR UN ÓRGANO 
LEGISLATIVO EN SENTIDO FORMAL. 
 
Hechos: Una asociación civil promovió un juicio de amparo en contra de un acuerdo emitido por una autoridad 
administrativa estatal que establecía parámetros de activación para contingencias ambientales. La parte 
quejosa alegó que dicho acuerdo violaba el derecho al medio ambiente sano al establecer umbrales superiores 
a los previstos en las Normas Oficiales Mexicanas. El Juez de Distrito negó el amparo, por lo que el tema de 
constitucionalidad subsistente se sometió al conocimiento de la Suprema Corte de Justicia de la Nación a 
través del recurso de revisión que interpuso la quejosa. En el análisis de los efectos del amparo concedido, la 
Primera Sala examinó si el acto impugnado debía considerarse una "norma general" para efectos de la 
prohibición constitucional de establecer efectos generales en las sentencias de amparo. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que para efectos del 
juicio de amparo, el concepto de "norma general" a que se refiere el artículo 107, fracción II, de la Constitución 
Federal, reformado el 15 de septiembre de 2024, debe entenderse en sentido formal, esto es, como aquella 
norma expedida por un órgano formalmente legislativo. Por tanto, los actos administrativos con 
características de generalidad, permanencia y abstracción no se ubican dentro del supuesto constitucional 
que impide decretar efectos generales en una sentencia de amparo. 
 
Justificación: La Suprema Corte ha reconocido que el concepto de "norma general" puede adoptar diversas 
acepciones dependiendo del medio de control constitucional en el que se utilice, distinción que responde a la 
necesidad de preservar el principio de división de poderes y la legitimidad del sistema de control. En este 
contexto, la reforma constitucional de 15 de septiembre de 2024 al artículo 107, fracción II, constitucional, 
tuvo como propósito restringir la facultad de los tribunales de amparo para emitir sentencias con efectos 
generales respecto de normas generales, con el objetivo de limitar la anulación material de leyes a los 
mecanismos expresamente previstos en el artículo 105 constitucional o, en su caso, mediante una declaratoria 
general de inconstitucionalidad. En congruencia con esa finalidad –y en el contexto de esta prohibición– se 
considera que el concepto de norma general aplicable al juicio de amparo debe entenderse en su sentido 
formal, es decir, referido exclusivamente a aquellas normas emitidas por órganos legislativos. En nuestro 
modelo de democracia constitucional, los congresos tienen la facultad de expedir leyes; por su parte, las 
autoridades administrativas están obligadas a sujetarse a ellas conforme al principio de legalidad. Aceptar una 
concepción material del concepto de norma general que incluya actos administrativos con características de 
generalidad, abstracción y permanencia implicaría, por un lado, permitir que una sola regulación 
administrativa contravenga y anule en los hechos la legislación vigente, y por otro, vaciaría de contenido la 
facultad del Poder Judicial para garantizar que las actuaciones de la administración pública se ajusten a los 
mandatos democráticamente adoptados por el legislador. 
 
PRIMERA SALA. 
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Amparo en revisión 576/2023. 21 de mayo de 2025. Mayoría de cuatro votos de las Ministras y los Ministros Juan Luis 
González Alcántara Carrancá, Ana Margarita Ríos Farjat, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Loretta Ortiz Ahlf. Disidente: Jorge 
Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Juan Luis Hernández Macías. 
 
Tesis de jurisprudencia 161/2025 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada de nueve 
de julio de dos mil veinticinco. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 08 de agosto de 2025 a las 10:16 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de agosto de 2025, para los efectos previstos en el 
punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
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Suprema Corte de Justicia de la Nación 
PRIMERA SALA 

 
TESIS JURISPRUDENCIAL 1a./J. 166/2025 (11a.) 
 
PERSPECTIVA DE GÉNERO INTERSECCIONAL EN CASOS QUE INVOLUCREN A MUJERES TRABAJADORAS DEL 
HOGAR. EL ÓRGANO JURISDICCIONAL DEBE CONSIDERAR LA DISCRIMINACIÓN DIFERENCIADA QUE AMBOS 
FACTORES PRODUCEN Y EVITAR INCURRIR EN ESTEREOTIPOS DE GÉNERO O DE DESCONFIANZA SOBRE LA 
LABOR DOMÉSTICA. 
 
Hechos: Una mujer trabajadora del hogar fue condenada en sentencia definitiva por el delito de robo 
calificado, cometido en el domicilio donde laboraba. En un juicio de amparo directo, solicitó ser juzgada con 
perspectiva de género, tomando en cuenta que su trabajo doméstico podría colocarla en una situación 
particular de discriminación. El Tribunal Colegiado de Circuito determinó inatendible su petición. Argumentó 
que frente a su derecho a la igualdad y a la no discriminación se encuentran los derechos de la víctima a la 
verdad y a que el delito no quede impune. Contra la negativa de amparo interpuso recurso de revisión. 
 
Criterio jurídico: En casos que involucren a mujeres trabajadoras del hogar, las personas juzgadoras deben 
aplicar la perspectiva de género interseccional para visibilizar la forma diferenciada de opresión que se genera 
de la discriminación por razón de género en interacción con condiciones como la precariedad laboral y la 
necesidad económica del trabajo del hogar, sin incurrir en prejuicios de desconfianza sobre la labor doméstica. 
 
Justificación: Las condiciones de discriminación por razón de género frente a la precariedad y olvido social 
generan una situación de discriminación particular en contra de las mujeres trabajadoras del hogar que 
contribuye al incremento de las desigualdades sociales y laborales, y a la perpetuación de estereotipos y 
prejuicios sobre el trabajo del hogar. Esta forma diferenciada de opresión se agrava frente al poder punitivo 
estatal. La perspectiva de género interseccional, como herramienta de análisis, implica: a) determinar la 
vulnerabilidad que lleva a mujeres a cometer un delito en cada situación en específico, y b) cuestionar los 
hechos y examinar íntegramente el material probatorio sin incurrir explícita o implícitamente en estereotipos 
o prejuicios de desconfianza en las personas trabajadoras del hogar. De detectar una situación de desventaja, 
las personas juzgadoras deben: 1) cuestionar la neutralidad del derecho aplicable, y 2) evaluar el impacto 
diferenciado de la solución propuesta para buscar una resolución justa e igualitaria de acuerdo con el contexto 
de desigualdad por condiciones de género y de otras condiciones de subordinación. 
 
PRIMERA SALA. 
 
Amparo directo en revisión 6172/2023. 14 de mayo de 2025. Unanimidad de cuatro votos de las Ministras y los Ministros 
Juan Luis González Alcántara Carrancá, Ana Margarita Ríos Farjat, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Loretta Ortiz Ahlf. 
Ausente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretarias: José Alberto Mosqueda 
Velázquez y Michell Gutiérrez Padilla. 
 
Tesis de jurisprudencia 166/2025 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada de nueve 
de julio de dos mil veinticinco. 
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Esta tesis se publicó el viernes 08 de agosto de 2025 a las 10:16 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de agosto de 2025, para los efectos previstos en el 
punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
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Suprema Corte de Justicia de la Nación 
PRIMERA SALA 

 
TESIS JURISPRUDENCIAL 1a./J. 132/2025 (11a.) 
 
RESIDUOS PELIGROSOS PARA EFECTOS DEL RÉGIMEN DE RESPONSABILIDAD AMBIENTAL. TIENEN ESTE 
CARÁCTER LA SANGRE Y OTROS TEJIDOS DE ANIMALES GENERADOS EN PROCESOS DE MANEJO, 
PROCESAMIENTO Y SACRIFICIO. 
 
Hechos: Un hombre reclamó la responsabilidad ambiental de una empresa que es propietaria de un rastro 
que colinda con su domicilio por los daños provocados al medio ambiente por el indebido manejo de residuos 
peligrosos que genera, tales como sangre, heces, grasa y partículas de hueso, derivado de sus actividades de 
sacrificio de animales y procesamiento de carne. 
 
El Juez civil determinó que no había pruebas suficientes para acreditar que existió un daño ambiental; decisión 
que fue confirmada en apelación. 
 
Inconforme, el actor promovió un juicio de amparo en el que planteó que fue incorrecto que no se tomara en 
cuenta el daño ambiental causado por la generación de residuos peligrosos sin un plan de manejo adecuado, 
por lo que existían elementos suficientes para declarar su responsabilidad. La Primera Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación decidió ejercer su facultad de atracción para conocer y resolver el juicio de 
amparo. 
 
Criterio jurídico: La sangre, los tejidos y los órganos derivados de los procesos de manejo, procesamiento y 
sacrificio de animales deben ser considerados como residuos peligrosos y contaminantes, por lo que su 
manejo indebido puede dar lugar a la responsabilidad ambiental, al generar un riesgo al medio ambiente, a la 
salud de las personas y al desarrollo de actividades socioeconómicas relevantes para las comunidades 
cercanas a los ecosistemas afectados. 
 
Justificación: De conformidad con la Ley Federal de Responsabilidad Ambiental, la responsabilidad por daños 
ocasionados al medio ambiente puede provocarse frente a cualquier acción u omisión relacionada con 
materiales o residuos peligrosos, independientemente de que la conducta del agente no haya sido culposa y 
de que haya obrado lícitamente. 
 
En ese sentido, la sangre, los tejidos y los órganos de animales tienen, por sí mismos, el carácter de residuos 
peligrosos, pues pueden presentar agentes biológico-infecciosos. Además, cuando se vierten al drenaje con 
otros desechos, como heces, grasa, partículas de hueso y carne, se genera una mezcla que también debe ser 
considerada contaminante. 
 
Esta previsión pretende impedir que los responsables de la contaminación eludan el cumplimiento de la 
estricta normativa sobre el manejo y tratamiento de residuos peligrosos mediante su dilución o combinación 
con otros residuos que, por separado, no se encuentran clasificados como tales. 
 
Lo anterior, sin perjuicio de que la Norma Oficial Mexicana NOM-087-SEMARNAT-SSA1-2002, que identifica 
los residuos biológico-infecciosos, se enfoque exclusivamente en servicios de atención médica y hospitalarios, 
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ya que su ámbito de aplicación no puede entenderse limitado a tales instalaciones. Esto, porque al emitir la 
citada norma se detalló que su objetivo primordial era proteger al medio ambiente y a la población que entra 
en contacto con este tipo de residuos. 
 
Por lo tanto, los daños ocasionados por el manejo indebido de estos residuos pueden dar lugar a la 
responsabilidad ambiental. 
 
PRIMERA SALA. 
 
Amparo directo 20/2020. 30 de abril de 2025. Cinco votos de las Ministras y los Ministros Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
quien reservó su derecho para formular voto concurrente, Juan Luis González Alcántara Carrancá, Ana Margarita Ríos 
Farjat, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Loretta Ortiz Ahlf. Ponente: Ana Margarita Ríos Farjat. Secretarios: Juan Jaime 
González Varas, Ricardo Latapie Aldana e Irlanda Denisse Ávalos Núñez. 
 
Tesis de jurisprudencia 132/2025 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada de nueve 
de julio de dos mil veinticinco. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 08 de agosto de 2025 a las 10:16 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de agosto de 2025, para los efectos previstos en el 
punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
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Suprema Corte de Justicia de la Nación 
SEGUNDA SALA 

 
TESIS JURISPRUDENCIAL 2a./J. 39/2025 (11a.) 
 
DERECHO A PARTICIPAR EN LA CONVOCATORIA DE INGRESO A LA ESCUELA MILITAR DE GRADUADOS DE 
SANIDAD DE LA SECRETARÍA DE LA DEFENSA NACIONAL (2023). EL ESTADO DE SALUD DE LA PERSONA 
ASPIRANTE (VIH) NO DEBE SER UNA CONDICIONANTE POR SÍ PARA SU INGRESO, PUES ES UN CRITERIO 
DISCRIMINATORIO PROHIBIDO POR LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. 
 
Hechos: Un médico militar promovió juicio de amparo indirecto en contra de diversas autoridades por actos 
de discriminación y exclusión que consideró sufrir por su condición de salud –infección por Virus de 
Inmunodeficiencia Humana (VIH)–, ya que por ese motivo se le negó acceder al concurso de admisión como 
aspirante a una especialidad médica (psiquiatría) en la Escuela Militar de Graduados de Sanidad de la 
Secretaría de la Defensa Nacional de 2023. 
 
Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que el estado de 
salud de la persona aspirante a acceder a la Escuela Militar de Graduados de Sanidad de la Secretaría de la 
Defensa Nacional, conforme a la Convocatoria de dos mil veintidós, por padecer VIH, es un criterio 
discriminatorio prohibido por la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
 
Justificación: Conforme a los derechos de igualdad y no discriminación y acceso a la educación, el aspirante a 
estudiar en la Escuela Militar de Graduados de Sanidad de la Secretaría de la Defensa Nacional, conforme a la 
Convocatoria relativa, no puede ser rechazado por la sola presencia de VIH; ya que esta condición no implica 
que esté impedido para ejercer su derecho a la educación a través de un proceso de selección. Las personas 
pueden mantener controlado el virus y llevar una vida sana, por lo que no encuentra asidero constitucional 
realizar una distinción a partir de esa específica situación. De los artículos 1o. y 3o. de la CPEUM se puede 
extraer que debe fomentarse la inclusión, permanencia y continuidad en la educación –en condiciones de 
igualdad y no discriminación– por lo que está vedado al Estado mexicano imponer condiciones de acceso 
discriminatorias basadas en la salud de las personas. 
 
SEGUNDA SALA. 
 
Amparo en revisión 18/2024. 16 de octubre de 2024. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Yasmín Esquivel Mossa, 
Lenia Batres Guadarrama, Javier Laynez Potisek y Alberto Pérez Dayán. Disidente: Luis María Aguilar Morales. Ponente: 
Lenia Batres Guadarrama. Secretario: Julián Aguirre Gaona. 
 
Tesis de jurisprudencia 39/2025 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada de dos de 
julio de dos mil veinticinco. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 08 de agosto de 2025 a las 10:16 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de agosto de 2025, para los efectos previstos en el 
punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
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Suprema Corte de Justicia de la Nación 
SEGUNDA SALA 

 
TESIS JURISPRUDENCIAL 2a./J. 42/2025 (11a.) 
 
RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. LOS PRINCIPIOS DE NO 
AUTOINCRIMINACIÓN Y DEFENSA TÉCNICA ADECUADA SE GARANTIZAN EN LA ETAPA CONTENCIOSA DEL 
PROCEDIMIENTO RESPECTIVO. 
 
Hechos: Una persona denunció a diversas personas servidoras públicas de una Alcaldía por corrupción. El 
Órgano Interno de Control emitió informe de presunta responsabilidad administrativa por ocultamiento de 
conflicto de interés, ya que no manifestaron las relaciones familiares y de negocios que existían entre ellas. 
La Sala Superior confirmó la resolución de primera instancia en la que las consideró responsables y las 
sancionó. Contra esta determinación promovieron amparo directo que fue concedido para efecto de que se 
emitiera otra resolución en la que se estudiara nuevamente la individualización de la sanción. Los servidores 
públicos interpusieron recurso de revisión en el que argumentaron que no debió tomarse en cuenta su 
declaración original ante el Órgano Interno de Control, toda vez que no fueron asistidos por una persona 
abogada ni se les informó de su derecho a no autoincriminarse. 
 
Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que los principios 
del derecho penal acusatorio de no autoincriminación y de defensa técnica adecuada se garantizan en la etapa 
contenciosa del procedimiento de responsabilidades administrativas. 
 
Justificación: El sistema de responsabilidades administrativas previsto en las legislaciones federal y de la 
Ciudad de México prevé el derecho de las personas servidoras públicas investigadas a la no autoincriminación, 
a ser asistidas por un defensor y a ser informadas sobre sus derechos en la etapa contenciosa del 
procedimiento. Los requerimientos a los que se refiere el artículo 96 de la Ley de Responsabilidades 
Administrativas de la Ciudad de México tienen como fin la protección de la función pública y se encuentran 
dentro de la etapa de investigación del procedimiento de responsabilidad administrativa. Por ello, que tales 
derechos no estén incluidos en esta etapa de índole administrativa no es inconstitucional, pues aquellos se 
garantizan en la etapa contenciosa del procedimiento, en cumplimiento a los derechos del debido proceso. 
 
SEGUNDA SALA. 
 
Amparo directo en revisión 3325/2024. 21 de agosto de 2024. Cinco votos de los Ministros Yasmín Esquivel Mossa, Luis 
María Aguilar Morales, Lenia Batres Guadarrama, Javier Laynez Potisek, quien votó contra consideraciones, y Alberto Pérez 
Dayán. Ponente: Lenia Batres Guadarrama. Secretario: Julián Aguirre Gaona. 
 
Tesis de jurisprudencia 42/2025 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada de dos de 
julio de dos mil veinticinco. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 08 de agosto de 2025 a las 10:16 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de agosto de 2025, para los efectos previstos en el 
punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
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Suprema Corte de Justicia de la Nación 
TRIBUNALES COLEGIADOS 

 
TESIS AISLADA 2a./J. 45/2025 (11a.) 
 
RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS. EL ARTÍCULO 209, FRACCIONES II, III Y IV, DE LA LEY GENERAL 
RELATIVA, AL PREVER DETERMINADAS FACULTADES DEL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA 
DENTRO DEL PROCEDIMIENTO POR FALTAS GRAVES DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS O DE PARTICULARES, ES 
CONSTITUCIONAL. 
 
Hechos: El Tribunal Federal de Justicia Administrativa impuso diversas sanciones a una persona servidora 
pública al encontrarla responsable de la comisión de la falta administrativa grave de abuso de funciones. La 
servidora pública interpuso recurso de apelación en el que se modificó la sanción impuesta. Contra esa 
sentencia promovió amparo directo y planteó que el artículo citado contraviene los artículos 73, fracción XXIX-
H y 109 de la Constitución Federal, porque faculta de forma extraordinaria al Tribunal para llevar a cabo actos 
dentro del procedimiento de sustanciación, cuando sus atribuciones deberían ser exclusivamente de 
resolución. El Tribunal Colegiado de Circuito negó el amparo, por lo que interpuso recurso de revisión. 
 
Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que es constitucional 
el artículo 209, fracciones II, III y IV, de la Ley General de Responsabilidades Administrativas. 
 
Justificación: De los artículos 73, fracción XXIX-H y 109 constitucionales, así como de la exposición de motivos 
que les dio origen, se observa que la finalidad del Constituyente Permanente no fue acotar la facultad del 
Tribunal Federal de Justicia Administrativa para que sólo emitiera la resolución en el procedimiento 
administrativo por faltas graves de los servidores públicos o de los particulares, sino dotarlo de plena 
autonomía para dictar sus fallos, y ello implica que cuenta con atribuciones para imponer sanciones. Dado 
que constitucionalmente no se limitó textualmente, su facultad constitucional abarca tópicos inherentes y 
procesalmente indispensables para lograr su resolución, como son determinar la admisión y el desahogo de 
las pruebas, la formulación de alegatos, así como el cierre de la instrucción, en la medida en que estas fases 
del procedimiento son acordes y garantizan el debido proceso. Esta atribución es congruente con el artículo 
20, apartado A, fracción II, constitucional que establece, entre otros, como principio del procedimiento penal 
acusatorio el de inmediación, que exige que la sentencia se dicte por el Juez que dirigió la práctica de las 
pruebas, e impone una inmediata deliberación y fallo de la causa. Dicho principio es parte del debido proceso 
legal de resoluciones sancionatorias por parte del Estado y resulta aplicable al procedimiento administrativo 
de responsabilidades por faltas graves a fin de garantizar una solución del asunto apegada a la realidad de los 
hechos. Esta interpretación es acorde con que en la contradicción de tesis 103/2020 se determinara que los 
procedimientos previstos en la Ley General de Responsabilidades Administrativas surgidos a partir de la 
reforma constitucional en materia de combate a la corrupción, si bien se basan en fases claramente 
diferenciadas, conllevan un necesario nexo entre sí, por haber sido constituidos de manera concatenada y 
sistemática, ya que su diseño corresponde al de un mecanismo secuencial. Por ello es indispensable que sea 
el órgano o tribunal competente el que lleve a cabo la admisión y el desahogo de pruebas, al igual que los 
alegatos, dado que esas etapas procesales necesariamente influyen al dictar la resolución con que culmina el 
procedimiento. 
 
SEGUNDA SALA. 
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Amparo directo en revisión 1484/2025. Maricela González Méndez. 14 de mayo de 2025. Cuatro votos de los Ministros 
Yasmín Esquivel Mossa, Alberto Pérez Dayán, Lenia Batres Guadarrama y Javier Laynez Potisek. Ponente: Yasmín Esquivel 
Mossa. Secretario: Mauricio Tapia Maltos. 
 
Nota: La parte conducente de la sentencia relativa a la contradicción de tesis 103/2020 citada, aparece publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación del viernes 23 de octubre de 2020 a las 10:33 horas y en la Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 79, Tomo I, octubre de 2020, página 881, con número de registro digital: 
29535. 
 
Tesis de jurisprudencia 45/2025 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada de dos de 
julio de dos mil veinticinco. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 08 de agosto de 2025 a las 10:16 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de agosto de 2025, para los efectos previstos en el 
punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
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Suprema Corte de Justicia de la Nación 
SEGUNDA SALA 

 
TESIS AISLADA 2a. IV/2025 (11a.) 
 
PROTECCIÓN Y BIENESTAR ANIMAL EN ZOOLÓGICOS. LAS AUTORIDADES FEDERALES EN MATERIA 
AMBIENTAL ESTÁN OBLIGADAS A GARANTIZAR SU EFECTIVIDAD. 
 
Hechos: Una persona promovió amparo indirecto en el que reclamó de diversas autoridades el maltrato y 
omisiones en el cuidado de un animal albergado en un zoológico de la Ciudad de México. El Juzgado de Distrito 
concedió el amparo para que se implementaran medidas necesarias para garantizar el bienestar del animal, 
así como sus condiciones de vida y su protección. Las autoridades responsables interpusieron recurso de 
revisión. Alegaron la inexistencia de actos atribuibles a ellas y negaron contar con facultades en materia de 
protección al medio ambiente, en su vertiente de protección al entorno adyacente de un ecosistema. 
 
Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que en materia de 
protección y bienestar animal en zoológicos, existe un régimen de competencias concurrentes que otorga 
facultades y obliga a las autoridades federales en materia ambiental a garantizar su efectividad. 
 
Justificación: Conforme al artículo 73, fracción XXIX-G, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, a la Ley General de Vida Silvestre y a la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al 
Ambiente, la protección a la fauna silvestre es una materia concurrente. A la Secretaría de Medio Ambiente y 
Recursos Naturales le corresponde emitir recomendaciones y vigilar el trato digno de esa fauna –incluyendo 
la revisión y autorización de planes de manejo en zoológicos–, mientras que la Procuraduría Federal de 
Protección al Ambiente puede llevar a cabo inspecciones y vigilancia del cumplimiento de la normatividad 
ambiental. A partir de la reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación el 2 de diciembre de 2024 al 
artículo 4o. constitucional, queda prohibido el maltrato a los animales, y el Estado Mexicano debe garantizar 
la protección, el trato adecuado, la conservación y el cuidado de los animales, en los términos que señalen las 
leyes respectivas. Por tanto, de dicho mandato constitucional expreso y de las atribuciones mencionadas 
deriva que las citadas autoridades no sólo cuentan con facultades en la materia, sino que están vinculadas a 
prevenir, advertir, controlar y vigilar las acciones que se toman dentro de los zoológicos, a fin de proteger y 
garantizar el bienestar animal. 
 
SEGUNDA SALA. 
 
Amparo en revisión 697/2024. Marcos Mario Czacki Halkin, en defensa de la elefanta africana 0.1.0 de nombre “Ely” 
(Loxodonta africana). 26 de febrero de 2025. Mayoría de tres votos de los Ministros Yasmín Esquivel Mossa, Alberto Pérez 
Dayán y Javier Laynez Potisek, quien formuló voto concurrente. Disidente: Lenia Batres Guadarrama. Ponente: Yasmín 
Esquivel Mossa. Secretario: Mauricio Tapia Maltos. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 08 de agosto de 2025 a las 10:16 horas en el Semanario Judicial de la Federación. 
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Suprema Corte de Justicia de la Nación 
TRIBUNALES COLEGIADOS 

 
TESIS AISLADA 2a./J. 38/2025 (11a.) 
 
INTERESES POR SALARIOS VENCIDOS. DEBEN CUANTIFICARSE EN CANTIDAD LÍQUIDA EN EL LAUDO O 
SENTENCIA CONDENATORIA. 
 
Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sustentaron criterios contradictorios al analizar 
si en el laudo o sentencia laboral condenatoria debe precisarse en cantidad líquida el monto a pagar por los 
intereses por salarios vencidos a que hace referencia el párrafo tercero del artículo 48 de la Ley Federal del 
Trabajo, o si la cuantificación debe realizarse en el incidente de liquidación respectivo y a petición de la parte 
trabajadora. 
 
Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que los intereses 
por salarios vencidos deben cuantificarse en cantidad líquida en el laudo o sentencia condenatoria. 
 
Justificación: El artículo 843 de la Ley Federal del Trabajo establece que: a) en el laudo o sentencia 
condenatoria se determinará el salario que sirva de base a la condena; b) una vez cuantificado el importe de 
la prestación, se señalarán las medidas con las que debe cumplirse la resolución; y c) la apertura de un 
incidente de liquidación es de carácter excepcional, esto es, sólo para el caso de que sea estrictamente 
necesario. Para el caso de la cuantificación de los intereses por salarios vencidos a que se refiere el párrafo 
tercero del mencionado artículo 48, el órgano jurisdiccional debe cuantificar en el laudo o sentencia laboral 
los salarios vencidos y los intereses que por derecho correspondan, sin perjuicio de los que se sigan 
generando. En caso de incrementos al salario acontecidos desde la fecha del despido, a solicitud de parte, 
deberá ordenarse la apertura del incidente de liquidación, a efecto de salvaguardar las diferencias que, en su 
caso, pudieren generarse tanto de los salarios vencidos como de los intereses, conforme al salario vigente al 
momento del pago. 
 
SEGUNDA SALA. 
 
Contradicción de criterios 67/2025. Entre los sustentados por el Primer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del 
Segundo Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado del Décimo Circuito. 21 de mayo de 2025. Cuatro votos de los Ministros 
Yasmín Esquivel Mossa, Alberto Pérez Dayán, Lenia Batres Guadarrama y Javier Laynez Potisek. Ponente: Lenia Batres 
Guadarrama. Secretario: Ángel Jonathan García Romo. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El Primer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Segundo Circuito, al resolver el amparo directo 1429/2021, el cual 
dio origen a la tesis aislada II.1o.T.2 L (11a.), de rubro: "SALARIOS CAÍDOS E INTERESES. SI PROCEDE LA ACCIÓN DE 
REINSTALACIÓN, LA AUTORIDAD LABORAL DEBE CUANTIFICARLOS EN CANTIDAD LÍQUIDA EN EL LAUDO, CUANDO TENGA 
ELEMENTOS PARA ELLO Y, EN CASO DE INCREMENTOS, A SOLICITUD DE LA PARTE TRABAJADORA, ORDENAR LA APERTURA 
DEL INCIDENTE DE LIQUIDACIÓN, PARA SALVAGUARDAR LAS DIFERENCIAS QUE PUDIERAN GENERARSE CONFORME AL 
SALARIO VIGENTE AL MOMENTO DEL PAGO.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 23 de junio 
de 2023 a las 10:29 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Undécima Época, Libro 26, Tomo VII, 
junio de 2023, página 6974, con número de registro digital: 2026783, y 
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El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado del Décimo Circuito, al resolver el amparo directo 460/2024. 
 
Tesis de jurisprudencia 38/2025 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada de dos de 
julio de dos mil veinticinco. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 08 de agosto de 2025 a las 10:16 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de agosto de 2025, para los efectos previstos en el 
punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
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Suprema Corte de Justicia de la Nación 
TRIBUNALES COLEGIADOS 

 
TESIS AISLADA I.2o.T.37 L (11a.) 
 
CONFLICTOS INDIVIDUALES DE SEGURIDAD SOCIAL. LOS REQUISITOS DE PROCEDIBILIDAD PREVISTOS EN EL 
ARTÍCULO 899-C DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO NO DEBEN EXIGIRSE DE MANERA ABSOLUTA A LAS 
PERSONAS QUE SOLICITAN SU DECLARACIÓN COMO BENEFICIARIOS Y LA DEVOLUCIÓN DE APORTACIONES 
DE LOS FONDOS DE RETIRO Y VIVIENDA DEL TRABAJADOR FALLECIDO. 
 
Hechos: En un juicio laboral la parte actora solicitó la declaración y reconocimiento como legítima beneficiaria 
de los derechos derivados de la relación laboral de su extinto padre, así como el pago de los fondos 
acumulados de retiro y vivienda; señaló que su padre no había obtenido crédito; ofreció y exhibió un estado 
de la cuenta individual de ahorro para el retiro del extinto trabajador. El Tribunal Laboral Federal la previno 
para que exhibiera, en términos del artículo 899-C de la Ley Federal del Trabajo, el último estado de la cuenta 
individual de ahorro para el retiro que correspondiera al cuatrimestre previo a la presentación de la demanda, 
así como la constancia de negativa de crédito para la vivienda ante el Instituto del Fondo Nacional de la 
Vivienda para los Trabajadores (Infonavit) o, en su caso, el acuse de dicha solicitud. La actora desahogó la 
prevención, pidió un tiempo prudente para solicitar el último estado de cuenta, en el entendido de que de 
exhibir ese documento ya no sería necesario presentar la constancia de otorgamiento o negativa de crédito 
de vivienda. El tribunal desestimó los dichos de la actora y desechó la demanda. 
 
Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que en los conflictos individuales de seguridad 
social, los requisitos de procedibilidad previstos en el artículo 899-C de la Ley Federal del Trabajo no deben 
exigirse de manera absoluta a las personas que solicitan su declaración como beneficiarios y la devolución de 
aportaciones de los fondos de retiro y vivienda del trabajador fallecido. 
 
Justificación: Si bien conforme al artículo 899-C de la Ley Federal del Trabajo y a las tesis de jurisprudencia 
2a./J. 32/2019 (10a.), 2a./J. 50/2018 (10a.) y 2a./J. 52/2017 (10a.), de la Segunda Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, de rubros: "CONFLICTOS INDIVIDUALES DE SEGURIDAD SOCIAL. LAS PRUEBAS 
RELACIONADAS CON LA PROCEDENCIA DE LA ACCIÓN Y LOS HECHOS QUE LA SUSTENTAN DEBEN OFRECERSE 
Y EXHIBIRSE CON LA DEMANDA, EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 899-C DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO."; 
"CONFLICTOS INDIVIDUALES DE SEGURIDAD SOCIAL. SI BIEN LA DEMANDA PRESENTADA POR EL ACTOR DEBE 
CUMPLIR LOS REQUISITOS PREVISTOS EN EL ARTÍCULO 899-C DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO, SÓLO DEBE 
CONTENER AQUELLOS QUE SEAN PROPIOS DE LA ACCIÓN INTENTADA." y "CONFLICTOS INDIVIDUALES DE 
SEGURIDAD SOCIAL. LOS REQUISITOS DE PROCEDIBILIDAD EXIGIDOS POR EL ARTÍCULO 899-C DE LA LEY 
FEDERAL DEL TRABAJO, CONSTITUYEN LOS HECHOS DE LA DEMANDA QUE PRESENTA EL ACTOR, EN LOS QUE 
DEBE FUNDAR SUS ACCIONES EN MATERIA DE SEGURIDAD SOCIAL Y, POR ENDE, SI NO LOS CUMPLE, NO 
PUEDE CONFIGURARSE LA ACCIÓN RESPECTIVA.", la exhibición del último estado de cuenta individual de 
ahorro para el retiro constituye un requisito de procedibilidad de la acción, al igual que la resolución o la 
constancia de otorgamiento o negativa de crédito para vivienda o bien el acuse de solicitud de ésta. No 
obstante, cuando las personas que se ostentan como beneficiarias carezcan de acceso a los documentos o su 
petición para acceder a los mismos sea ignorada, como ocurre frecuentemente y así lo expongan, en esos 
casos, los documentos específicos no serán estricta ni forzosamente necesarios para constituir la acción 
cuando se reclama la devolución de los fondos acumulados como consecuencia de la solicitud de 
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reconocimiento de beneficiario que se plantea en la misma demanda, debiendo la persona juzgadora analizar 
y atender las razones de cada caso. 
 
Así, la autoridad laboral debe analizar las circunstancias de cada caso concreto y determinar si la persona se 
encuentra en una situación de excepción que le impida cumplir cabalmente con esos requisitos. Esta forma 
de proceder no lesiona las defensas de la parte demandada, quien tiene oportunidad para oponerse a las 
pretensiones de la parte quejosa con los argumentos y excepciones que considere pertinentes. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Amparo directo 744/2024. 7 de febrero de 2025. Unanimidad de votos. Ponente: María Guadalupe Adriana Ortega Ortiz. 
Secretaria: Iris Marroquín Serrano. 
 
Nota: Las tesis de jurisprudencia 2a./J. 32/2019 (10a.), 2a./J. 50/2018 (10a.) y 2a./J. 52/2017 (10a.) citadas, aparecen 
publicadas en el Semanario Judicial de la Federación de los viernes 1 de marzo de 2019 a las 10:04 horas, 18 de mayo de 
2018 a las 10:23 horas y 19 de mayo de 2017 a las 10:24 horas, y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 
Décima Época, Libros 64, Tomo II, marzo de 2019, página 1809; 54, Tomo II, mayo de 2018, página 1328; y 42, Tomo I, 
mayo de 2017, página 662, con números de registro digital: 2019409, 2016914 y 2014289, respectivamente. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 01 de agosto de 2025 a las 10:09 horas en el Semanario Judicial de la Federación. 
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Suprema Corte de Justicia de la Nación 
TRIBUNALES COLEGIADOS 

 
TESIS AISLADA VII.2o.A.15 A (11a.) 
 
DEMANDA DE AMPARO INDIRECTO. PUEDE PRESENTARSE EN CUALQUIER MOMENTO CUANDO SE 
RECLAMA EL CORTE DEL SUMINISTRO DE AGUA POTABLE DE USO DOMÉSTICO. 
 
Hechos: Una persona promovió amparo indirecto contra el corte del suministro de agua potable en su 
domicilio. El Juzgado de Distrito desechó de plano la demanda al considerar que su presentación fue 
extemporánea, porque excedió el plazo de quince días previsto en el artículo 17 de la Ley de Amparo, tomando 
como punto de referencia la fecha en que la quejosa señaló que ocurrió el corte reclamado. Contra esa 
resolución interpuso recurso de queja argumentando que el corte del suministro se actualiza de momento a 
momento. 
 
Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que cuando se reclama el corte del suministro 
de agua potable de uso doméstico, la demanda de amparo indirecto puede presentarse en cualquier 
momento. 
 
Justificación: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver el amparo en revisión 
543/2022, destacó la importancia del derecho humano al agua y señaló que está protegido en el artículo 4o., 
párrafo quinto, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Ese derecho también ha sido 
reconocido en fuentes internacionales, como la Observación General No. 15 del Comité de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales de la Organización de las Naciones Unidas, que establece que el agua es un 
bien indispensable para vivir dignamente y un medio esencial de subsistencia, cuyo abastecimiento debe ser 
continuo y no estar sujeto a cortes arbitrarios. En el amparo directo 36/2017, la propia Sala sostuvo que en 
las acciones para la defensa y reparación del derecho al agua salubre, aceptable, suficiente y accesible se 
justifica la aplicación del criterio más flexible posible, en atención al principio pro actione. Tomando en 
consideración la naturaleza y consecuencias del acto reclamado, si bien el corte del suministro de agua se 
lleva a cabo en un momento determinado, la vulneración a ese derecho humano se repite de manera continua, 
pues mientras el acto persista, se impide a la persona quejosa el acceso al agua, cuyo suministro constante es 
indispensable para vivir dignamente. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SÉPTIMO CIRCUITO. 
 
Queja 229/2024. 10 de abril de 2025. Unanimidad de votos. Ponente: Octavio Ramos Ramos. Secretario: Óscar Ávila 
Méndez. 
 
Nota: La sentencia relativa al amparo en revisión 543/2022 citada, aparece publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación del viernes 2 de junio de 2023 a las 10:08 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 
Undécima Época, Libro 26, Tomo IV, junio de 2023, página 3492, con número de registro digital: 31469. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 01 de agosto de 2025 a las 10:09 horas en el Semanario Judicial de la Federación. 
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Suprema Corte de Justicia de la Nación 
TRIBUNALES COLEGIADOS 

 
TESIS AISLADA I.2o.C.29 C (11a.) 
 
IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. NO ES NOTORIA NI MANIFIESTA LA CAUSA PREVISTA 
EN EL ARTÍCULO 61, FRACCIÓN XXIII, EN RELACIÓN CON EL 107, FRACCIÓN IV –INTERPRETADA A CONTRARIO 
SENSU–, AMBOS DE LA LEY DE AMPARO, CUANDO UN ADULTO MAYOR AFIRMA QUE DE EJECUTARSE EL 
ACTO DE DESALOJO CON MOTIVO DE LA EJECUCIÓN DE UNA SENTENCIA, QUEDARÁ EN SITUACIÓN DE CALLE 
POR VIRTUD DE SU ESTADO DE VULNERABILIDAD. 
 
Hechos: El quejoso promovió amparo indirecto en el que reclamó el auto por el cual se le requirió la entrega 
del inmueble que posee. El Juez Federal desechó la demanda al considerar que se actualizó la causa de 
improcedencia consistente en que el acto reclamado no era la última resolución dictada en la etapa de 
ejecución de sentencia. 
 
Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que cuando un adulto mayor aduce que de 
ejecutarse el acto de desposesión se le dejaría en situación de calle por virtud de su estado de vulnerabilidad, 
no se actualiza de manera notoria ni manifiesta la causa de improcedencia referida. 
 
Justificación: El Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la sentencia de la que derivó la tesis de 
jurisprudencia P./J. 108/2010, respecto de la causa de improcedencia que se analiza (entonces prevista en la 
fracción III del artículo 114 de la Ley de Amparo abrogada, correlativa a la fracción IV del artículo 107 de la ley 
vigente), estableció una excepción de procedencia del amparo indirecto contra actos dictados en el 
procedimiento de ejecución de sentencia, relativa a los supuestos en que se afecten de manera directa 
derechos sustantivos del promovente ajenos a la cosa juzgada en el juicio natural. Consecuentemente, no es 
posible calificar como notoria y manifiesta la citada causa de improcedencia, en la hipótesis en que se 
reclamen actos de desposesión con motivo de la ejecución de una sentencia, cuando un adulto mayor aduce 
que no cuenta con los recursos necesarios para habitar otro inmueble, por lo que de ejecutarse el acto 
reclamado se le dejaría en situación de calle al tratarse de una persona vulnerable, pues con ello se afectaría 
su dignidad humana, lo cual hace necesario un análisis profundo de las constancias del juicio de origen, a fin 
de determinar si existe o no afectación a un derecho sustantivo del promovente ajeno a la cosa juzgada. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Queja 383/2024. 9 de enero de 2025. Unanimidad de votos. Ponente: Iliana Fabricia Contreras Perales. Secretario: José 
Israel Núñez Barrera. 
 
Nota: La tesis de jurisprudencia P./J. 108/2010 citada, aparece publicada con el rubro: "EJECUCIÓN DE SENTENCIA. EL 
AMPARO INDIRECTO PROCEDE EXCEPCIONALMENTE CONTRA ACTOS DICTADOS EN EL PROCEDIMIENTO RELATIVO, 
CUANDO AFECTEN DE MANERA DIRECTA DERECHOS SUSTANTIVOS DEL PROMOVENTE.", en el Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXXIII, enero de 2011, página 6, con número de registro digital: 163152. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 01 de agosto de 2025 a las 10:09 horas en el Semanario Judicial de la Federación. 
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Suprema Corte de Justicia de la Nación 
TRIBUNALES COLEGIADOS 

 
TESIS AISLADA I.10o.A.66 A (11a.) 
 
MARCAS. EL IMPEDIMENTO PARA REGISTRARLAS POR SEMEJANZA EN GRADO DE CONFUSIÓN SE 
ACTUALIZA AUNQUE LOS PRODUCTOS O SERVICIOS PERTENEZCAN A CLASES DISTINTAS (ARTÍCULO 173, 
FRACCIÓN XVIII, DE LA LEY FEDERAL DE PROTECCIÓN A LA PROPIEDAD INDUSTRIAL). 
 
Hechos: Una persona promovió amparo directo contra la sentencia de la Sala Especializada en Materia de 
Propiedad Intelectual del Tribunal Federal de Justicia Administrativa en la que reconoció la validez de la 
resolución impugnada. En esta última, la autoridad responsable negó el registro de la marca por considerar 
actualizada la prohibición prevista en el artículo referido, ya que existe semejanza fonética y gráfica en grado 
de confusión con diversos registros otorgados previamente. 
 
Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que la causal de impedimento de registro de 
marcas semejantes a que se refiere el artículo 173, fracción XVIII, de la Ley Federal de Protección a la 
Propiedad Industrial, se actualiza aunque no exista identidad entre los productos o servicios que amparan los 
signos sujetos a estudio, o pertenezcan a clases distintas. 
 
Justificación: Conforme al referido numeral, la semejanza en grado de confusión de los signos marcarios debe 
analizarse a partir de tres elementos: 1) que exista una marca en trámite o con registro vigente que haya sido 
presentada con anterioridad al signo propuesto; 2) que exista semejanza en grado de confusión entre los 
signos; y 3) que ambos signos amparen los mismos o similares productos. Respecto a este último elemento, 
debe considerarse que al igual que en la semejanza de los signos, debe analizarse más allá de la simple 
identidad de éstos o la diferencia de las clases a las que pertenecen, pues debe considerarse que existe una 
relación intrínseca entre productos y servicios, en tanto que de acuerdo a su naturaleza y caso concreto, los 
últimos constituyen el canal de distribución de los primeros. Por tanto, procede analizar la similitud a partir 
de su: a) naturaleza; b) destino; c) utilización; d) carácter de competidor o de intercambiables; e) carácter 
complementario; f) público de referencia; g) canales de distribución o puntos de venta; y h) origen habitual. 
Sólo a partir del análisis de dichos elementos podrá determinarse si existe un riesgo inminente de que el 
consumidor asocie dos signos marcarios que pretenden la protección de productos y servicios que no 
pertenecen a una misma clase. Esto no significa que para que exista semejanza en grado de confusión deba 
existir coincidencia en cada uno de esos elementos, sino que ello dependerá del caso concreto. 
 
DÉCIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Amparo directo 509/2023. Martha Jiménez Andrade. 20 de febrero de 2025. Unanimidad de votos. Ponente: Alfredo 
Enrique Báez López. Secretario: Hugo Edgar Pasillas Fernández. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 01 de agosto de 2025 a las 10:09 horas en el Semanario Judicial de la Federación. 
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Suprema Corte de Justicia de la Nación 
TRIBUNALES COLEGIADOS 

 
TESIS AISLADA I.11o.A.38 A (11a.) 
 
PERSONAS SERVIDORAS PÚBLICAS. ES IMPROCEDENTE IMPONERLES SANCIONES ADMINISTRATIVAS 
CUANDO ACTÚAN DENTRO DEL MARGEN RAZONABLE DEL LIBRE EJERCICIO DE SU PROFESIÓN. 
 
Hechos: Una persona agente del Ministerio Público ejerció acción penal por el delito de fraude genérico, 
considerando la suma de cuatro depósitos realizados por el mismo sujeto pasivo a la misma cuenta de cheques 
del sujeto activo en distintos momentos. La persona juzgadora de Control devolvió la indagatoria, al estimar 
que el pliego de consignación tenía inconsistencias, pues el sujeto pasivo no realizó una conducta, sino cuatro 
diferentes en cuatro momentos diversos y cada una de ellas tenía su propia previsión normativa y sanción, 
por lo que no era procedente juntarlas y considerarlas como si hubieran acontecido en un solo momento, y 
negó la orden de aprehensión solicitada. 
 
El Órgano Interno de Control de la Fiscalía General de Justicia de la Ciudad de México inició un procedimiento 
administrativo disciplinario contra la agente y resolvió que incumplió con obligaciones inherentes a su cargo, 
por lo que le impuso una sanción administrativa consistente en una amonestación pública, porque el ejercicio 
de la acción penal no estaba debidamente fundado y motivado. 
 
Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que es improcedente imponer a las personas 
servidoras públicas sanciones administrativas cuando actúan dentro del margen razonable del libre ejercicio 
de su profesión. 
 
Justificación: Las personas servidoras públicas tienen un espacio de discrecionalidad y criterio propio para 
adoptar ciertas decisiones, dentro de un margen razonable de actuación, que incluye la interpretación de las 
normas que apliquen dentro de su ámbito competencial; de ahí que no se les puede imponer una sanción 
administrativa cuando actúan bajo ese parámetro, porque lo hacen conforme a su derecho al libre ejercicio 
de su profesión, independientemente de que su criterio sea diferente al de otra persona; estimar lo contrario 
haría nugatorio ese derecho. 
 
Lo anterior no implica que su actuación pueda ser arbitraria, irracional o que esté indebidamente fundada y 
motivada, toda vez que deben exponer las razones y citar las disposiciones aplicables por las cuales toman sus 
decisiones, además de que éstas pueden ser revisadas y modificadas por otra autoridad. 
 
DÉCIMO PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Amparo directo 360/2022. 13 de septiembre de 2023. Unanimidad de votos. Ponente: Paula María García Villegas 
Sánchez Cordero. Secretaria: Leticia Yatsuko Hosaka Martínez. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 08 de agosto de 2025 a las 10:16 horas en el Semanario Judicial de la Federación. 


